RECURSO  DE 

INCONSTITUCIONALIDAD
MIGUEL ANTONIO BERNAL VILLALAZ SOLICITA SE DECLARE  LA INCONSTITUCIONALIDAD PARCIAL DEL ARTICULO 257 DE LA LEY 60 DE 29 DE DICIEMBRE DE 2006.
HONORABLE MAGISTRADO PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, E.S.D.:
Yo, MIGUEL ANTONIO BERNAL VILLALAZ, varón, panameño, mayor de edad con cédula de identidad personal No.8- 153- 2773, abogado en ejercicio, con oficinas ubicadas en la Vía Argentina, Edificio Galería Alvear, piso 2, oficina 306, localizable al teléfono 269-5662, acudo a ese despacho, con mi acostumbrado respeto, actuando en mi propio nombre con la finalidad de presentar, Recurso de Inconstitucionalidad parcial contra el artículo 257 del Código Electoral a fin de que, con audiencia de la Señora Procuradora General de la Nación o del Procurador de la Administración, según el turno, se declare la última parte del Artículo 257 del Código Electoral, como contrario al orden constitucional de la República de Panamá.

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 2560 del Código Judicial, formulamos la presente demanda en los siguientes términos:

I.- HECHOS EN QUE SE FUNDAMENTA EL PRESENTE RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD :

PRIMERO: Mediante Ley 60 de 29 de diciembre de 2006, promulgada en la Gaceta Oficial No. 25702 de 2 de enero de 2007, la Asamblea Nacional de Diputados, presentó reformas parciales al Código Electoral.

SEGUNDO: La parte final del artículo 257 del Código Electoral, es contrario al orden constitucional, toda vez que dicha disposición legal establece que los candidatos principales o suplentes por libre postulación, no podrán ser postulados por partidos políticos. 
TERCERO: La redacción de esta norma es discriminatoria de las personas llamados independientes, que no quieren estar inscritos en partidos políticos,  que desean ser candidatos por libre postulación y al mismo tiempo ser postulados como independientes por un partido político, por tener ideas políticas diferentes a los que están inscritos en partidos políticos afectando las libertades individuales, los Derechos Humanos de segunda generación, y el sistema democrático que rige en la República de Panamá.

II.- TRASCRIPCIÓN LITERAL DE LA DISPOSICIÓN ACUSADA DE INCONSTITUCIONAL:
Se trata del artículo 257 del Código Electoral vigente, que dispone lo siguiente:

“Artículo 257 Cada partido político podrá postular un candidato a Alcalde y a Representante de Corregimiento. Igualmente podrán presentarse candidatos por libre postulación.


Dos o más partidos políticos podrán postular a los mismos candidatos para principal o suplente a Alcaldes, y para principal o suplente a Representantes de Corregimiento, caso en el cual los candidatos aparecerán en la columna de cada partido en la boleta de votación.


Los candidatos principales o suplentes por libre postulación, no podrán ser postulados por partidos políticos. (El resaltado es nuestro)
III.- DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES INFRINGIDAS Y CONCEPTO DE LA INFRACCIÓN:
1. La ultima parte del artículo 257 del Código Electoral infringe el Artículo 1 de la Constitución Nacional, el cual expresa lo siguiente:

“Artículo 1: La Nación panameña esta organizada en Estado soberano e independiente, cuya denominación es República de Panamá. Su Gobierno es unitario, republicano, democrático y representativo”. 
CONCEPTO DE LA INFRACCIÓN:

La norma transcrita ha sido violada de manera directa por omisión, ya que dicha norma constitucional establece que la Nación Panameña, tiene un Gobierno “Democrático”, cuando el artículo 257 del Código Electoral vigente establece la imposibilidad de que una persona se postule libremente y pueda ser postulada al mismo tiempo por un partido político como candidato independiente, con el apoyo de la mayoría de los panameños, de manera que  puedan elegir a quienes en realidad ellos desean.  El ciudadano panameño es el que le da sustento y validez al sistema democrático y por ende al  sistema electoral, que en consecuencia se organizan bajo el mandato de la Constitución. El ciudadano panameño, como objeto y sujeto de la Constitución se ve relegado en un segundo plano cuando tiene la calidad de independiente, según lo descrito en el artículo 257 en examen. Es el ciudadano quién a través del pago de sus impuestos al Estado panameño permite el subsidio a los partidos políticos, de ahí que tenga pleno derecho a poder ser postulado por un partido político sin que interfiera con su decisión de aspirar a la libre postulación. 
El voto en Panamá, al ser secreto se esté o no inscrito en un partido político, permite que el ciudadano ejerza su derecho de participar en cualquier contienda electoral votando por el candidato de su elección; la limitación impuesta en el artículo 257 en impugnación, limita el derecho de los inscritos en un partido político de poder postular a un candidato independiente, esto es a todas luces arbitrario y contrario a la concepción democrática de nuestro ordenamiento jurídico. 
 La norma es acusada de inconstitucional, porque restringe los derechos democráticos de los ciudadanos panameños, generando una limitación a la democracia y a la participación ciudadana procurada por la Constitución y por los Convenios Internacionales sobre la materia y que son ley de la República.
2. La última parte del artículo 257 del Código Electoral infringe el Artículo 4 de la Constitución Nacional, el cual expresa lo siguiente:

“Artículo 4. La República de Panamá acata las normas de Derecho Internacional”

CONCEPTO DE LA INFRACCIÓN:

Esta norma ha sido violada de manera directa por omisión. La disposición constitucional citada plasma y reconoce el Derecho Internacional como rector de la convivencia nacional, la cual es violada porque la norma acusada de inconstitucional, en otras palabras, el artículo 257 del Código Electoral, infringe la Convención Americana de Derechos Humanos, reconocida y acatada por la de República que Panamá, y que nos dice:

Artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos:

“1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:

a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;

b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y

c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.”

El artículo 257 va en contra de lo acatado por la República de Panamá, al limitar el derecho de los ciudadanos a solo poder ser candidatos por el método de la libre postulación, siendo excluidos de una posible postulación por un partido político.    Es necesario que el sistema electoral permita que los ciudadanos independientes puedan al mismo tiempo optar por la libre postulación y la postulación como independientes por un partido político. El Estado tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, lo cual implica que la regulación del ejercicio de dichos derechos y su aplicación sean acordes al principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar las medidas necesarias para garantizar su pleno ejercicio. El artículo 257 rechaza la pluralidad de criterios y la participación  de ciudadanos independientes. Precisamente del artículo 23 de la Convención citada ut supra se desprende que el derecho a la participación en la dirección de los asuntos públicos, a votar, a ser elegido, y acceder a las funciones públicas, deben ser garantizadas en condiciones de igualdad.
Adicionalmente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la sentencia del Caso Yatama vs. Nicaragua emitida el 23 de junio de 2005  en los  párrafos 200 y 204 lo siguiente:
“200. El derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones generales de igualdad protege el acceso a una forma directa de participación en el diseño, implementación, desarrollo y ejecución de las directrices políticas estatales a través de funciones públicas. Se entiende que estas condiciones generales de igualdad están referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como por nombramiento o designación.”; “204. De acuerdo al artículo 29.a) de la Convención no se puede limitar el alcance pleno de los derechos políticos de manera que su reglamentación o las decisiones que se adopten en aplicación de ésta se conviertan en un impedimento para que las personas participen efectivamente en la conducción del Estado o se torne ilusoria dicha participación, privando a tales derechos de su contenido esencial.” 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, al establecer de antemano un criterio jurídico a seguir, reconoce el derecho de los independientes a tener una participación plena y sin discriminación en los asuntos públicos. 
3. La última parte del artículo 257 del Código Electoral infringe el Artículo 19 de la Constitución Nacional, el cual expresa lo siguiente:

“Artículo 19. No habrá fueros o privilegios ni discriminación por razón de raza, nacimiento, discapacidad, clase social, sexo, religión o ideas políticas”.

CONCEPTO DE LA INFRACCIÓN:

La norma citada ha sido violada de manera directa por omisión. Esto ha ocurrido porque la norma demandada establece que los candidatos principales o suplentes por libre postulación, no podrán ser postulados por partidos políticos, sin embargo, dos o más partidos políticos podrán postular a los mismos candidatos para principal o suplente a Alcaldes, y para principal o suplente a Representante, dejando en evidente desigualdad a los no inscritos en un partido político. 
La transgresión directa por acción establecida en el artículo 257 cercena toda la posibilidad para los ciudadanos independientes de ser postulados por un partido político al mismo tiempo que tomar el camino de la libre postulación. Es a todas luces violatoria de nuestra Carta Magna; la participación política puede y debe incluir amplias y diversas actividades que las personas realicen individualmente u organizados, con el propósito de intervenir en la designación de quienes gobernarán un Estado o se encargarán de la dirección de los asuntos públicos, así como influir en la formación de la política del país a través de la participación directa.


Los derechos políticos de los ciudadanos panameños no pueden estar coartados por discriminación de sus ideas políticas.  Es decir, no es posible que las personas que estén en un partido político tengan mayores facilidades de postulación que un independiente, con respecto a la postulación por 2 partidos políticos o más.

 La norma acusada de inconstitucional, evidentemente lesiona los elementos esenciales de la democracia representativa,  como lo son: el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de Derecho, lesionando en consecuencia el derecho de todo ciudadano independiente a tomar el camino de la libre postulación simultáneo a la postulación como independiente por un partido político.
PETICIÓN FINAL:

En virtud de todo lo expuesto con anterioridad solicito con mi respeto habitual, al Honorable Pleno de la Corte Suprema de Justicia que, previo el cumplimiento del trámite procesal de rigor, declare que ES INCONSTITUCIONAL el último párrafo del artículo 257 del Código Electoral, por ser contrario al orden Constitucional de la República de Panamá.
PRUEBAS:
Aducimos la Gaceta Oficial Nº. 25,702 de 2 de enero de 2007

FUNDAMENTO DE DERECHO: 

Artículos 1, 4 y 19 de la Constitución Política de la República de Panamá. 
Artículo 23  de la Ley No.15 de 28 de octubre de 1977. “Convención Americana de Derechos Humanos”. 

Artículos: 2559, 2560 y concordantes del Código Judicial.

Panamá, a la fecha de su presentación.
Del Magistrado Presidente,
_______________________

Dr. Miguel Antonio Bernal

Idoneidad # 509

Ced. 8-153-2773

